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    H. CONGRESO DEL ESTADO

              DE COLIMA

         LVII  LEGISLATURA


EL HONORABLE CONGRESO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 33 FRACCIÓN II Y 39 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EN NOMBRE DEL PUEBLO, Y

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Que mediante oficio número 2807/014, de fecha 06 de agosto de 2014, los Diputados Secretarios de la Mesa Directiva del H. Congreso del Estado, en Sesión Pública Ordinaria de esa misma fecha, turnaron a la Comisión de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, la Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto relativa a adicionar el artículo 6º a la Ley Estatal de Obras Públicas, presentada por la Diputada Gina Araceli Rocha Ramírez integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 
SEGUNDO.- Que en su exposición de motivos, señala que:

· “La presente iniciativa tiene como finalidad erradicar las prácticas propagandísticas de los funcionarios públicos, quienes al ejecutar una obra pública la denominan con su nombre o lo colocan en una placa inaugural, atribuyéndose así el mérito de la obra pública, a pesar de que ésta, como cada acción del gobierno, es pagada en su totalidad por las contribuciones monetarias de la sociedad.

· Desde el dieciocho de octubre de mil novecientos setenta y dos se publicó el Acuerdo mediante el cual se prohibió el uso del nombre del Presidente de la República y de los funcionarios públicos en la denominación o placa inaugural de las obras públicas realizadas con recursos federales. 

· En el aludido acuerdo se argumentó que la prohibición se debía a que, tanto el mérito en la promoción y en la edificación nacional eran producto del afán organizado de superación del propio pueblo, se entendió que el Gobierno Federal era un mero coordinador de ese esfuerzo natural y, en consecuencia los funcionarios públicos se encontraban obligados a acentuar el sentido de servicio al abstenerse de apropiarse méritos que no les corresponden.

· El argumento dado a nivel federal se encuentra también consagrado en los artículos 3º y 4º de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, los cuales expresamente disponen que “la soberanía del Estado reside en el pueblo y en nombre de éste la ejerce el poder público”, el cual se constituye “para beneficio del pueblo y tiene su origen en la voluntad de éste”. 

· Es decir, la Constitución Local es clara al determinar que el gobierno estatal y municipal es un mero coordinador de los esfuerzos y voluntades del pueblo y, no un benefactor de éste. Lo anterior es de especial relevancia si se considera que, por tradición, las obras públicas estatales y municipales llevan el nombre del servidor público que administró y ejecutó recursos, pues se considera, erróneamente, que es mérito de éste y que lo hace por benevolencia para con el pueblo colimense.

· Ésta práctica, que contraviene la esencia del poder público, es además antidemocrática, pues las obras públicas edificadas con presupuesto del erario público, son personalizadas por quien conduce el gobierno, en un afán de dejar una muestra palpable que su persona o su partido político “produjo” un beneficio para el pueblo.

· La propaganda política visible en cada una de las obras públicas, espacios públicos y servicios relacionados, lesiona profundamente la democracia en el Estado de Colima. Pues esa ambición de los servidores públicos de dejar una “constancia objetiva de la magnitud de su obra”, como si fuese ejecutada con su dinero y no con el dinero del pueblo, sitúa en el imaginario colectivo la idea errónea de que las obras públicas son producto de una persona o gobierno, actos de benevolencia y muestra de la buena voluntad del gobernante.

· Las placas inaugurales y la denominación de las obras públicas son auto-propaganda del gobernante en turno, y hacen clara referencia a que los recursos públicos que se ejercieron para lograr su edificación son un medio para posicionarse políticamente. 

· Esa publicidad gubernamental es fuente de la intoxicación ideológica que se encuentra en diversas áreas de la sociedad, como la política, que impiden notar que las obras públicas se financian con dinero de los contribuyentes y, que únicamente se ha encargado a sus servidores públicos la administración y ejecución de éstas. 

· Por esta razón, si alguien tiene mérito de las obras y las edificaciones que se realizan, es el pueblo mismo, no sus gobernantes quienes en una sociedad democrática son solamente trabajadores del mismo.

· Así, con esta iniciativa lo que se busca es reivindicar la verdad y fortalecer a la democracia. Es necesario que servidores públicos y ciudadanos tengan claro que las obras públicas son del Estado de Colima y sus Municipios, no de un gobierno o un funcionario particular; que son pagadas con sus contribuciones y; que es obligación de los gobernantes realizarlas y no un acto de benevolencia.

· Es momento de emprender acciones legislativas que inhiban las prácticas antidemocráticas, al impedir el uso político de los recursos públicos, prohibir la publicidad pagada con el dinero de los colimenses e, incentivar que la ejecución de obras públicas sea con la intención de solucionar un problema social y no de “dejar huella” de su administración y partido político.

· Con base en todo lo anterior es que la suscrita Diputada Gina Araceli Rocha Ramírez, considero pertinente implementar medidas legislativas que prohíban el denominar o colocar una placa inaugural en las obras públicas con el nombre del servidor público que la ejecuta durante su gestión, con la finalidad de inhibir la utilización de recursos públicos con fines políticos.”
TERCERO.- Que una vez realizado el estudio y análisis de la iniciativa materia del presente dictamen, esta Comisión dictaminadora comparte de manera parcial la propuesta de la iniciadora, puesto que el acuerdo que se invoca en la iniciativa, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de octubre de 1972, no se encuentra vigente, pues fue sustituido por el Acuerdo por el que se expide el Manual Administrativo de Aplicación General en materia de obras Públicas y Servicios relacionados con los mismos, que fue publicado con fecha 9 de agosto de 2010 y reformado por última vez el 19 de septiembre de 2014. 

El citado Acuerdo establece los procesos y directrices que las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y la Procuraduría General de la República deben de observar de manera obligatoria para reducir y simplificar la regulación administrativa en la materia, con la finalidad de aprovechar y aplicar de manera eficiente los que cuentan dichas instituciones.

Este Acuerdo es aplicable a las entidades federativas en términos de su artículo 1 párrafo tercero, y de la fracción VI del artículo 1 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados.

No obstante, se comparte lo argumentado por la iniciadora en tanto que las obras públicas se realizan con recursos económicos del erario público, el cual se conforma en gran parte por el dinero que la sociedad aporta a través del pago de impuestos. Por tal motivo la construcción de obra pública se debe llevar a cabo bajo los máximos estándares de vigilancia y auditoria, apegándose  a los parámetros que marcan las leyes federales, estatales y los acuerdos que se han emitido al respecto. Y en caso de existir un mal uso o desvió de los recursos públicos por parte de los servidores públicos encargados de ejecutar obra pública, existen las responsabilidades y sanciones correspondientes establecidas por la Constitución Política del Estado, la Ley Estatal de Obras Públicas y la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Al respecto, esta Comisión dictaminadora considera que la legislación vigente garantiza que en lo máximo los recursos públicos sean aplicados debidamente para la realización de obra pública, y en el caso de no ser así se prevén también las sanciones necesarias para los funcionarios públicos que hagan mal uso del mismo. 

Si aunado a lo anterior, se establece la prohibición para los servidores públicos en los términos que lo propone la iniciadora, consideramos que existirá un marco normativo efectivo que además de garantizar la debida aplicación de los recursos públicos en la ejecución de obras públicas, permitirá la transparencia y rendición de cuentas, al prohibir que en las placas inaugurales o de identificación de la obra se incluyan nombres de servidores públicos, o que las obras públicas sean nombradas con ellos, evitando así la promoción personal, debiendo dar prioridad a las aportaciones de la sociedad para la construcción de dicha obra. 
Sin embargo, consideramos que dicha prohibición debe ser de manera general y no especifica, teniendo que disponer que todo servidor público estará impedido de estampar su nombre en las placas inaugurales o de identificación de las obras o nombrarlas así.

En cuanto  al nombre de exfuncionarios, estimamos que esta prohibición generaría  la imposibilidad para que en el Estado se haga un reconocimiento a la labor de aquellos ex funcionarios que  durante su ejercicio realizaron actividades en beneficio de la sociedad, o que pusieron en alto a nivel nacional o internacional el nombre de nuestra entidad, por lo que se excluye del contenido de la reforma.   
Por lo anteriormente expuesto, se expide el siguiente: 

D E C R E T O  No. 508
“ARTÍCULO ÚNICO.- Se aprueba adicionar el artículo 6º Bis a la Ley Estatal de Obras Públicas, para quedar como sigue:
Artículo 6º Bis. Se prohíbe que en las placas inaugurales o de identificación de las obras públicas y los servicios relacionados con las mismas, que realicen las dependencias estatales, las dependencias municipales, los organismos descentralizados o las empresas de participación estatal, se incluyan los nombres de funcionarios públicos que participen directamente en la ejecución de la obra o el servicio de que se trate.
En dichas placas, deberá asentarse únicamente que las obras públicas y los servicios relacionados con las mismas fueron realizados por el gobierno estatal o municipal, con el esfuerzo del pueblo, y que se entregan para beneficio de éste.
A ninguna obra pública o servicios relacionados, podrá imponérsele el nombre de algún funcionario público que participen directamente en la ejecución de la obra o el servicio de que se trate. Tampoco podrán emplearse signos, eslogan, emblemas y colores alusivos a los partidos políticos o característicos de la administración en turno en las obras realizadas.

Es obligación de los funcionarios públicos adoptar y vigilar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo; en caso contrario, se aplicará lo establecido por la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”.
El Gobernador del Estado dispondrá se publique, circule y observe.
Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, a los veinticuatro días del mes de junio del año dos mil quince.

C. NOÉ PINTO DE LOS SANTOS

 DIPUTADO PRESIDENTE

    C. FRANCIS ANEL BUENO SÁNCHEZ        C. JOSÉ DONALDO RICARDO ZÚÑIGA
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